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Ref. Su solicitud de concepto1
Se basa la consulta objeto de estudio en determinar la obligatoriedad para un arrendatario de pagar el valor del medidor, así como la procedencia del arrendamiento de medidores?
Las siguientes consideraciones se formulan teniendo en cuenta el alcance del artículo 25 del Código Contencioso Administrativo. Por tal razón, es importante precisar que en desarrollo de la función consultiva no es posible resolver casos particulares o concretos, pues ello corresponde a las autoridades competentes mediante los procedimientos de rigor y, en tal virtud, tanto las preguntas como las respuestas deben darse en forma genérica de tal manera que puedan predicarse de cualquier asunto en circunstancias similares.
Como primera medida, es necesario precisar que esta entidad no es competente para pronunciarse sobre los contratos de arrendamiento celebrados entre particulares. La Superintendencia vigila y controla a las empresas de servicios públicos domiciliarios en relación con la prestación de dichos servicios. Sus funciones están contenidas en la el artículo 79 de la Ley 142 de 1994, modificada por el artículo 13 de la Ley 689 de 2001 y en el Decreto 990 de 2002.
Con relación al tema objeto de su solicitud, es pertinente señalar que esta Superintendencia, de acuerdo a las funciones y competencias definidas en el artículo 79 de la Ley 142 de 1994 y el Decreto 990 de 2002, se encarga de vigilar y controlar el cumplimiento de los contratos suscritos entre los entes prestadores de servicios públicos domiciliarios y los usuarios, así como emitir conceptos no obligatorios sobre tales contratos, cuyo objeto es la prestación de los servicios públicos definidos y regulados en la misma ley.
De esta manera, esta Entidad no tiene competencia para pronunciarse respecto de contratos distintos a los suscritos entre los entes prestadores de servicios públicos domiciliarios y los usuarios o suscriptores y cuyo objeto sea la prestación de alguno de los servicios definidos y regulados en la misma Ley 142 de 1994.
Claramente un contrato de arrendamiento como el de su solicitud, comprende un contrato civil distinto al de servicios públicos que se rige por las normas del derecho privado y el principio de autonomía de la voluntad de las partes, lo cual escapa a la órbita de competencia de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios; en consecuencia, esta entidad carece de competencia para pronunciarse sobre cláusulas contenidas en dicho contrato o acuerdos que se hagan entre arrendador y arrendatario durante la ejecución, tales como el que se indica en su escrito. Se señala que cualquier controversia surgida de un contrato de derecho privado deberá ser resuelta ante las autoridades judiciales competentes.
Ahora bien, de manera general y en materia de los equipos de medición y su cambio, nos permitimos señalarle que conforme al inciso 1º del artículo 146 de la Ley 142 de 1994, la empresa y el suscriptor o usuario tienen derecho a que los consumos se midan; a que se empleen para ello los instrumentos de medida que la técnica haya hecho disponibles; y a que el consumo sea el elemento principal del precio que se cobre al suscriptor o usuario.
De acuerdo con el inciso 2o. cuando sin acción u omisión de las partes, durante un periodo no sea posible medir razonablemente con instrumentos los consumos, su valor podrá establecerse, según lo dispongan los contratos de condiciones uniformes, con base en consumos promedios de otros periodos del mismo suscriptor o usuario, o con base en los consumos promedios de suscriptores o usuarios que estén en circunstancias similares, o con base en aforos individuales.
Conforme al inciso 4o. de la norma en cita, la falta de medición del consumo, por acción u omisión de la empresa, le hará perder el derecho a recibir el precio. La que tenga lugar por acción u omisión del suscriptor o usuario, justificará la suspensión del servicio o la terminación del contrato, sin perjuicio de que la empresa determine el consumo en las formas a las que se refiere el inciso tercero del artículo 146. Se entenderá igualmente, que es omisión de la empresa la no colocación de medidores en un periodo superior a seis meses después de la conexión del suscriptor o usuario.
En todo caso, es necesario tener presente que el hecho de que el suscriptor o usuario no reciba la factura no lo exime del pago del servicio toda vez que puede solicitar un duplicado de la misma en la empresa para efectuar los pagos. Conforme al artículo 148 de la Ley 142 de 1994, las facturas contendrán como mínimo, información suficiente para que el suscriptor o usuario pueda establecer con facilidad si la empresa se ciñó a la ley y y al contrato al elaborarlas, cómo se determinaron y valoraron sus consumos, cómo se comparan éstos y su precio con los de períodos anteriores, y el plazo y modo en el que debe hacerse el pago.
En los contratos se pactará la forma, tiempo, sitio y modo en los que la empresa hará conocer la factura a los suscriptores o usuarios, y el conocimiento se presumirá de derecho cuando la empresa cumpla lo estipulado. Corresponde a la empresa demostrar su cumplimiento. El suscriptor o usuario no estará obligado a cumplir las obligaciones que le cree la factura, sino después de conocerla. No se cobrarán servicios no prestados, tarifas, ni conceptos diferentes a los previstos en las condiciones uniformes de los contratos, ni se podrá alterar la estructura tarifaria definida para cada servicio público domiciliario.
En cuanto a la forma de hacer los cobros por el arrendador al arrendatario, por concepto de pago de servicios públicos, debe estarse a lo acordado entre las partes en el contrato de arrendamiento. 
En relación con la instalación de medidores, debe tenerse en cuenta que conforme al artículo 144 de la Ley 142 de 1994, los contratos uniformes pueden exigirle los suscriptores o usuarios adquieran, instalen mantengan y reparen los instrumentos necesarios para medir sus consumos. En tal caso, los suscriptores o usuarios podrán adquirir los bienes y servicios respectivos a quien bien tengan; y la empresa deberá aceptarlos siempre que reúnan las características técnicas a las que se refiere el inciso 2o del artículo 144. Conforme a este inciso, la empresa podrá establecer en las condiciones uniformes del contrato las características técnicas de los medidores y del mantenimiento que deba dárseles.
De otra parte, en relación con el arrendamiento de medidores hay que precisar que dicho evento no ha sido objeto de regulación en el régimen de servicios públicos y al no existir prohibición para la celebración de este tipo de acuerdos, es válido que las empresas de servicios públicos lo hagan. Frente a lo anterior, esta Oficina mediante concepto SSPD-OJ 027 de 2006, ha precisado:
El arrendamiento de medidores no puede convertirse en práctica abusiva por las empresas de servicios públicos y que sólo es procedente el cobro de arrendamiento en los casos en los cuales el retiro del medidor obedeció a solicitud del usuario, toda vez que de conformidad con el artículo 144 de la Ley 142 de 1994 es responsabilidad del usuario hacer reparar el medidor. Pero sólo hay lugar a cobro de arrendamiento en el caso que el retiro sea por más de un periodo de facturación, ya que de conformidad con el artículo 146 ibídem la falta de medición sin acción u omisión de las partes por un periodo, permite a las empresas cobrar por promedio o por aforo, salvo que el usuario de su consentimiento para que se instale un medidor provisional desde el momento del retiro.
Por consiguiente, no se podrían instalar medidores en arriendo, si de conformidad con el artículo 144 de la Ley 142, pasado un periodo de facturación el usuario no toma las acciones para reemplazarlo, ya que en tal caso la empresa debe colocarlo definitivamente y cobrárselo al usuario. Esto con el fin de evitar que se instalen medidores por periodos tan largos que los usuarios terminen pagando por el valor del arriendo un precio con el cual bien pudo hacerse a su propiedad.
Por otra parte, en relación con nuevas instalaciones y de conformidad con el artículo 146 ibídem el arrendamiento, en caso de que el usuario lo acepte, no podrá sobrepasar un término máximo de seis (6) meses después de la conexión del suscriptor, ya que superado este término se entiende que es omisión de la empresa no instalar el medidor.
Finalmente, le informamos que esta Superintendencia ha puesto a disposición de la ciudadanía un sitio de consulta al que usted puede acceder en la siguiente dirección: http://www.superservicios.gov.co/basedoc/. Ahí encontrará normativa, jurisprudencia y doctrina sobre los servicios públicos domiciliarios, en particular los conceptos emitidos por esta Entidad.
Cordialmente,
MARINA MONTES ALVAREZ
Jefe Oficina Asesora Jurídica
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